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4. CONTROVERSIAS SOBRE ARRENDAMIENTO INMOBILIARIO. 

 
4. 1 JUZGADOS DE ARRENDAMIENTO INMOBILIARIO. 

 
La existencia de tribunales especializados en nuestro país inicia con la 
publicación el  29 de enero de 1969, de la Ley Orgánica de los Tribunales del 
Fuero Común del Distrito y Territorios Federales, promulgada por el entonces 
Presidente de la República Gustavo Díaz Ordáz, en la que se establecieron de 
manera separada a la Materia civil, juzgados especializados que conocerían 
exclusivamente de asuntos del orden familiar, lo que representó un gran 
avance en la impartición de justicia del Distrito Federal. 
 
Dos décadas después, y atendiendo a las necesidades sociales y las 
crecientes cargas de trabajo que enfrentaban los juzgados civiles, así como al 
creciente problema inquilinario que se vivía en el Distrito Federal, el 26 de 
Febrero de 1985 entran en funciones los juzgados encargados de conocer 
exclusivamente de todas las controversias generadas con motivo del 
arrendamiento dentro del Distrito Federal de inmuebles destinados a 
habitación, comercio, industria o cualquier otro uso, giro o destino permitido por 
la ley. 
 
Actualmente, el Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, como órgano de 
administración, vigilancia y disciplina del Tribunal Superior de Justicia del 
Distrito Federal, en ejercicio de las facultades que la Ley Orgánica del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal, en sus artículos 49 y 63, ha dispuesto 
la existencia hasta hoy de diecisiete juzgados especializados en materia de 
arrendamiento inmobiliario. Dichos órganos judiciales, en cuanto a su legal 
existencia y organización se encuentran regulados en los artículos 2 fracción V, 
48 fracción IV, 49, 53, 58, 60, 61, 62 y 63 de la referida Ley Orgánica. 
 
4. 2 COMPETENCIA. 
 
 
Por otra parte, el Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, atendiendo al 
trabajo y a las necesidades de organización interna que presentan los 
Juzgados del Arrendamiento Inmobiliario ha establecido estructuras 
organizacionales tipo, definiendo la integración mínima de servidores públicos 
de un juzgado  y la descripción esquemática de la organización de dichos 
órganos judiciales, señalando la denominación de los puestos y niveles 
salariales y jerárquicos que los integran. 
 
Conforme al Dictamen de Estructura Orgánica de los Juzgados del Tribunal 
Superior de Justicia del Distrito Federal y a los Organigramas autorizados para 
Juzgados del Arrendamiento Inmobiliario, emitidos por el Pleno del Consejo de 
la Judicatura del Distrito Federal en Acuerdo 14-39/2006, del día cuatro de 
octubre de 2006, cada uno de dichos juzgados deberá estar integrado por un 
Juez; dos Secretarios de Acuerdos de Juzgado, un Secretario Conciliador; dos 
Secretarios Proyectistas; dos Secretarios Actuarios de Juzgado y dos Pasantes 
de Derecho. 
 



2 

 
El Objetivo de los Juzgados del arrendamiento inmobiliario es contribuir al logro 
de la paz social, a través de un sistema de administración e impartición de 
justicia pronta, expedita, gratuita, completa, imparcial, transparente y confiable, 
que garantice el estado de derecho, mediante la resolución de las controversias 
generadas con motivo del arrendamiento dentro del Distrito Federal de 
inmuebles destinados a habitación, comercio, industria o cualquier otro uso, 
giro o destino permitido por la ley. 
 
En conclusión, administrar justicia en materia de arrendamiento inmobiliario, 
con arreglo a la legislación y demás normatividad aplicable, mediante el 
conocimiento de los hechos que las partes le expongan, dictando las 
resoluciones respectivas. 
 

Funciones: 
• Conocer de los procedimientos de jurisdicción voluntaria, relacionados con la 
materia de su competencia; 
• Conocer de todas las controversias generadas con motivo del arrendamiento 
dentro del Distrito Federal de inmuebles destinados a habitación, comercio, 
industria o cualquier otro uso, giro o destino permitido por la ley. 
• Conocer de las diligencias de consignación en todo lo relativo a la materia de 
su competencia; 
• Diligenciar los exhortos, requisitorias y despachos, relacionados a la materia 
de su competencia; 
• Establecer y supervisar los mecanismos para la recepción, registro, control, 
guarda y custodia de documentos y valores; 
• Vigilar la actualización permanente del Libro de Gobierno; 
• Vigilar que por parte del personal de juzgado se otorgue el trato 
oportuno y adecuado a toda persona que acuda al órgano judicial 
a su cargo; 
• Ordenar en términos de ley la práctica de diligencias; 
• Ordenar las practicas de estudios y dictámenes periciales en los 
asuntos de su competencia cuando así se requiera; 
• Resolver sobre la admisión y trámite de las demandas, escritos y 
demás promociones que sean presentadas en el juzgado; 
• Presidir y dirigir las audiencias de ley para desahogo de pruebas; 
• Rendir los informes que le sean solicitados por la autoridad federal 
en los juicios de amparo; 
• Dictar las medidas que sean necesarias para garantizar que los 
procesos judiciales se desarrollen con estricto apego a derecho; 
• Dictar los acuerdos y sentencias, en los términos de la Ley; 
• Vigilar que las diligencias se realicen con estricto apego a 
derecho; 
 
 

 

4.3 CONTROVERSIAS DE ARRENDAMIENTO DE CASA-HABITACION. 

 
Celebrados antes del 19 de octubre de 1993. 
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Lo regula, en su redacción anterior a la reforma, el Título Décimo Sexto bis del 
CPCDF, denominado: De las controversias en materia de arrendamiento de 
fincas urbanas destinadas a habitación y que establece un procedimiento 
expeditos para la solución de estos conflictos, cuya lentitud había desalentado 
la existencia de arrendamientos para vivienda, agravando el problema 
habitacional en el Distrito Federal. En principio, el procedimiento se rige por las 
reglas generales de la vía ordinaria, con excepción de aquellas que 
expresamente modifica este título y que a saber son: 
 
Agilidad. Al juez se le otorgan amplias facultades para decidir en forma pronta y 
expedita lo más conveniente para resolver el conflicto, siempre que esté 
apegado a Derecho. 
 
Documento base de la acción. Para el ejercicio de la acción es necesario que el 
actor exhiba en el momento de presentar la demanda el contrato de 
arrendamiento en caso de que se haya celebrado por escrito y en caso de ser 
verbal, copia certificada de los medios preparatorios que acrediten su 
existencia. 
 
Reducción del plazo para contestar la demanda y la reconvención. Que se 
acortan a cinco días hábiles. 
 
Consecuencias de la rebeldía por no contestar la demanda o reconvención. 
Hasta antes de la entrada en vigor la Reforma al CPCDF de 24 de mayo de 
1996 se entendían negados los hechos en que se basaba la demanda 
(negativa ficta), actualmente, se consideran afirmados (confesión ficta). 
 
Audiencia de conciliación. Se lleva a cabo una vez contestada la demanda y en 
su caso, la reconvención, conforme a las siguientes reglas: 
 
Se llevará a cabo dentro de los cinco días hábiles siguientes, con o sin la 
asistencia de las partes. 
 
Si asisten ambas partes el juez la iniciará examinando las constancias relativas 
a la legitimación procesal, es decir, aquellas que acrediten que los 
contendientes están debidamente representados en el juicio, si han acudido por 
conducto de sus apoderados y posteriormente, se procurará la conciliación 
entre ellas por conducto de conciliador adscrito al juzgado quien deberá 
escuchar las pretensiones de las partes y proponer alternativas de solución. Si 
se obtiene acuerdo entre ellas, acto seguido se formalizará el convenio 
respectivo el cual, si llena los requisitos legales, será aprobado por el juez y 
elevado a la categoría de cosa juzgada, dando con ello por terminado el 
proceso. 
 
Si una parte o ambas no concurren sin causa justificada serán sancionadas con 
una multa hasta de ciento veinte días de salario mínimo general vigente para el 
Distrito Federal. 
 
En el caso de que las partes no hubieren llegado a un acuerdo o que se 
hubiere abierto la audiencia sin asistencia de los contendientes o tan sólo con 
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uno de ellos, el juez, con amplias facultades de dirección procesal examinará, 
en su caso, las excepciones de conexidad, litispendencia y cosa juzgada con el 
fin de depurar el procedimiento. 
 
La resolución que tome el juez en esta audiencia serán apelables en efecto 
devolutivo. 
La audiencia no se lleva a cabo si previamente se agotó la vía conciliatoria ante 
la Procuraduría Federal del Consumidor. 
 
Ofrecimiento de pruebas. Se lleva a cabo una vez que ha concluido la 
audiencia de conciliación durante un lapso de diez días comunes a las partes, 
los que comienzan a correr a partir del día siguiente a que surta sus efectos o 
la notificación de dicho auto, debiendo tenerse en cuenta que sólo se admiten 
las pruebas que se refieren a hechos controvertidos. 
 
Audiencia de desahogo de pruebas, alegatos y sentencia, en ella se debe 
observar los lineamientos siguientes: 
 
Se lleva a cabo dentro de los ocho días siguientes al vencimiento del periodo 
de ofrecimiento de pruebas. 
 
Las pruebas se desahogan en la forma que el juez determine, atento a su 
estado de preparación. 
 
Una vez desahogadas se oyen los alegatos de las partes. 
 
El juez debe pronunciar la sentencia de manera breve, clara y concisa al final 
de la misma, o más tardar entro de los ocho días siguientes. 
 
Incidentes. Los cuales no suspenden el procedimiento. 
Apelaciones. La sentencia definitiva es apelable en ambos efectos y las demás 
resoluciones en el efecto devolutivo. 
 
Tramitación para contrato de arrendamiento con fines no habitacionales o para 
casa habitación celebrados después del 19 de octubre de 1993. 
 
Para ellos se aplican las reformas al Título Décimo Sexto bis del CPCDF 
denominado De las Controversias en Materia de Arrendamiento Inmobiliario, 
publicadas en el DOF del 21 de julio de 1993. Cabe indicar no solamente se 
utilizan disposiciones a controversias que existan entre el arrendador y el 
arrendatario sobre el cumplimiento del contrato de arrendamiento, sino que se 
amplia a las acciones que se ejercitan contra el fiador, terceros por 
controversias derivadas del arrendamiento y las que intente el inquilino para 
exigir al arrendador el pago de daños y perjuicios por haberle impedido el 
ejercicio del derecho de tanto para la celebración de un nuevo contrato de 
arrendamiento o para la compra del inmueble arrendado, si se reunieron los 
requisitos previstos por los Artículos 2447 y 248-J del Código Civil para el 
Distrito Federal en Materia Común y para toda la República en Materia Federal. 
En principio, el procedimiento se rige por las reglas generales de la vía 
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ordinaria, para todo aquello que no se establezca una formalidad especial y 
que a saber son: 
 
Agilidad. Al juez se le otorgan amplias facultades para decidir de manera pronta 
y expedita lo que en derecho corresponda. 
 
Documento base de la acción. Para el ejercicio de la acción es necesario que el 
actor exhiba con su demanda el contrato de arrendamiento correspondiente en 
caso de que se hubiere celebrado por escrito y si es verbal, copia certificada de 
los medios preparatorios que acrediten su existencia. 
 
Documento base de la acción. Para el ejercicio de la acción es necesario que el 
actor exhiba con su demanda el contrato de arrendamiento correspondiente en 
caso de que se hubiere celebrado por escrito y si es verbal, copia certificada de 
los medios preparatorios que acrediten su existencia. 
 
Demanda y ofrecimiento de pruebas. Deben realizarse conjuntamente en el 
escrito inicial, exhibiendo todos los documentos que el actor tenga en su poder 
o el escrito sellado en donde conste que los ha solicitado si existan en archivos 
oficiales con acceso al público. 
 
Embargo precautorio. Se puede solicitar en el escrito de demanda si se 
reclama el pago de rentas atrasadas por dos o más meses. En este caso, en el 
momento del emplazamiento la parte demandada debe acreditar ante el C. 
ejecutor, con los recibos de renta correspondientes o escritos de 
consignaciones debidamente sellados, que está al corriente en el pago de las 
rentas pactadas y no haciéndolo, se le embargarán bienes de su propiedad 
suficientes para cubrir las rentas adeudadas, teniéndose como domicilio legal 
del ejecutado el inmueble motivo del arrendamiento. 
 
Auto admisorio. En él se debe fijar la fecha para la celebración de la audiencia 
de ley, ordenando además, que se emplace y corra traslado al demandado y en 
caso de haberse solicitado, se lleve a cabo el embargo precautorio de bienes 
propiedad del demandado, si no acredita en el acto de la diligencia estar al 
corriente en el pago de las rentas pactadas. 
 
La contestación de la demanda debe realizarse dentro de los cinco días 
siguientes a la fecha del emplazamiento. Oponiendo las excepciones que 
tuviere o la reconvención contra el actor, si es procedente. 
 
Ofreciendo las pruebas que pretenda rendir y exhibiendo los documentos que 
obren en su poder o la copia sellada de los escritos en los que conste que los 
solicito, si se trata de documentos existentes en archivos oficiales con acceso 
al público y en el que los particulares puedan obtener copias certificadas. 
 
La contestación a la reconvención debe realizarse dentro de los cinco días 
siguientes a la notificación del auto que admita la demanda reconvencional y en 
él se tienen que ofrecer las pruebas conducentes y exhibir los documentos 
públicos que el reconvenido tenga en su poder o la copia sellada del escrito 
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mediante el cual acredite que los ha solicitado, si existen en archivos oficiales 
en el que los particulares puedan obtener copias certificadas. 
 
La admisión de las pruebas se realiza una vez contestada la demanda y en su 
caso, la reconvención o transcurrido el plazo para ello, debiendo el juez aceptar 
sólo las pruebas que estén ofrecidas conforme a las reglas ordinarias. 
 
La preparación de las pruebas queda a cargo de las partes, por lo que deben 
presentar a sus testigos, peritos y exhibir los documentos públicos que 
hubieren anticipado en las condiciones ya indicadas y sólo que el oferente 
demuestre la imposibilidad de prepararlas directamente, el juez elaborará los 
oficios y cédulas de notificación poniéndolas a su disposición para que prepare 
la prueba y pueda desahogarse a más tardar en la audiencia de ley. Asimismo, 
el juez debe nombrar a los peritos en rebeldía de las partes y al tercero en 
discordia, cuando proceda. 
 
Audiencia de desahogo de pruebas, alegatos y sentencia. Se debe llevar a 
cabo conforme a las siguientes reglas: 
 
Inmediatez, ya que el juez debe estar presente durante toda la audiencia, lo 
cual no sucede en la práctica aunque se asienta en el acta su presencia. 
 
Conciliación, ya que el juez debe exhortar a las partes a concluir el litigio 
mediante una amigable composición. 
 
Desahogo y deserción de pruebas, ya que si no se logra una conciliación el 
juez deberá desahogar las pruebas admitidas y preparadas. Si llamado un 
testigo, perito o solicitado un documento que haya sido admitido como prueba 
no se desahoga en la audiencia, por causas imputables al oferente, se 
declarará desierta la prueba. 
 
Alegatos y sentencia, ya que desahogadas las pruebas se abrirá el periodo de 
alegatos e inmediatamente después deberá dictarse la resolución 
correspondiente. 
 
Incidentes. No importando su naturaleza no suspenden el procedimiento y su 
resolución debe pronunciarse en la audiencia del juicio, conjuntamente con la 
sentencia definitiva. 
 
Apelaciones. Se tramitan observando los requisitos siguientes: 
 
Solo se admiten en el efecto devolutivo. 
 
Las interpuestas en contra de los autos y decretos recurribles por este medio, 
se tramitan conjuntamente con la apelación de la sentencia definitiva y si ésta 
no se recurre, se supone una conformidad con los primeros. 
 
En ningún caso procede la apelación extraordinaria. 
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4.4 JUICIO ESPECIAL DE DESAHUCIO. 

 
(Desahucio significa quitar esperanzas y suelen utilizarse como sinónimos las 
palabras desalojo, lanzamiento y desocupación). Lo podemos definir como el 
proceso especial en virtud del cual el tribunal, ejercitando su facultad 
jurisdiccional, resuelve una controversia en la que el arrendador exige al 
inquilino el pago de rentas adeudadas del inmueble objeto del contrato, 
estando obligado el arrendatario a ponerse al corriente dentro de un breve 
lapso, ya que en caso contrario se procederá a su lanzamiento, pudiendo el 
actor solicitar, desde su inicio, que en el momento de llevarse a cabo el 
requerimiento de pago y si no se cubre el adeudo, se el embarguen al inquilino 
bienes de su propiedad suficientes para cubrir las pensiones reclamadas. 
 
Es importante destacar que en principio, este juicio especial se derogó por 
decreto publicado en el DOF del 21 de julio de 1993 que debió entrar en vigor 
el 19 de octubre del mismo año. Sin embargo, por la gran cantidad de 
inconformidades expresadas por los arrendatarios con el nuevo procedimiento 
de Controversias en Materia de Arrendamiento Inmobiliario, por decreto 
publicado en el DOF el 23 de septiembre de 1993, se prorrogó su vigencia 
hasta el 19 de octubre de 1998 para los contratos de arrendamiento destinados 
a fines habitacionales que se celebraron antes del 19 de octubre de 1993. Por 
lo anterior, podemos concluir que a la fecha este procedimiento está derogado 
sólo para los contratos de arrendamiento celebrados: 
 
Para uso distinto al habitacional (por ejemplo local comercial o industrial). 
 
Para uso habitacional acordado con posterioridad al 19 de octubre de 1993. 
 
Este juicio se tramitaba así: 
 
La demanda se debe fundar en la falta de pago de dos o más mensualidades 
de renta. Se debe acompañar junto con el escrito de demanda, si el 
arrendamiento se celebró por escrito, ya que en caso de ser verbal se debe 
justificar por medio de información testimonial, prueba documental o cualquiera 
otra bastante como medio probatorio a juicio. 
 
Se ordena en el auto admisorio de la demanda, para que se requiera al 
arrendatario que ante el ejecutor y en el acto de la diligencia acredite estar al 
corriente en el pago de sus rentas y si no lo hace, se le prevenga para que 
desocupe el inmueble arrendado, apercibido de ser lanzado a su costa si no lo 
efectúa dentro del término de: 
 
Treinta días si la localidad se destina para fines habitacionales. 
 
Cuarenta días si la localidad se destina a giro mercantil o industrial (inaplicable 
actualmente). 
 
Noventa días si la localidad se destina a una finca rústica (inaplicable 
actualmente). 
 



8 

El embargo de bienes se puede realizar en dos momentos: 
 
Al realizar el requerimiento, si lo solicita la parte actora en su escrito de 
demanda y en caso de que el inquilino en el acto de la diligencia no pague o 
justifique estar al corriente en sus rentas. 
 
Al realizarse el lanzamiento, si lo solicita la parte actora y en su caso de que el 
inquilino en el acto de la diligencia no pague sus rentas. 
 
Se debe tener presente que hasta antes del remate el arrendatario puede 
liberar sus bienes cubriendo las cantidades que adeuda. 
 
Terminación de la providencia de lanzamiento; sucede en alguna de las 
siguientes siete hipótesis: 
 
1.- Si en el acto del requerimiento de pago el inquilino cubre las rentas 
reclamadas. 
 
2.- Si en el acto del requerimiento de pago el inquilino justifica con los recibos 
correspondiente que ha cubierto las rentas reclamadas, en cuyo caso el 
ejecutor se lo informará al juez, quien dará vista a la parte actora por el término 
de tres días, si no los objeta, dará por concluido el proceso y si lo hace, citará a 
las partes para una audiencia de pruebas y alegatos. 
 
3.- Si en el acto del requerimiento de pago el inquilino exhibe la copia sellada 
por la Dirección de Consignaciones, por la Oficialía de Partes Común del 
Tribunal o por un juzgado de los escritos de ofrecimiento en pago de las rentas 
y a los que se hubiere acompañado su monto en billete de depósito expedido 
por Nacional Financiera, en cuyo caso el ejecutor deberá hacerlo del 
conocimiento del juez, quien por oficio mandará pedir los certificados y una vez 
recibidos dará por terminado el procedimiento y se los entregará al arrendador 
a cambio de los recibos de renta correspondientes. 
 
4.- Si dentro del plazo fijado para el lanzamiento o desahucio el inquilino paga 
las rentas adeudadas, en cuyo caso no se condenará al demandado en costas. 
 
5.- Si dentro del plazo fijado para el lanzamiento el inquilino exhibe los recibos 
de pago de las rentas reclamadas, en cuyo caso el juez dará vista a la parte 
actora por el término de tres días, si no los objeta, dará por concluido el 
proceso sin condenación en costas y si lo hace, citará a las partes para una 
audiencia de pruebas y alegatos. 
 
6.- Si fuera del plazo fijado para el lanzamiento o desahucio el inquilino paga 
las rentas adeudadas, en cuyo caso se condenará al demandado en costas. 
 
7.- Si fuera del plazo fijado para el lanzamiento el inquilino exhibe los recibos 
de pago de las rentas reclamadas, en cuyo caso el juez dará vista a la parte 
actora por el término de tres días, si no los objeta, dará por concluido el 
proceso condenando en costas y si lo hace, citará a las partes para una 
audiencia de pruebas y alegatos. 
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Contestación de la demanda, excepciones y ofrecimiento de pruebas. Al 
momento de realizarse el requerimiento de pago se debe emplazar al 
demandado para que dentro del término de nueve días hábiles conteste la 
demanda, oponga las excepciones permisibles y en su caso, ofrezca pruebas, 
debiendo tener en cuenta que el juez desechará de plano las excepciones que 
no se acompañen de sus pruebas y que sean diversas a la de pago o a las que 
el Código Civil concede a los inquilinos para dejar de cubrir las rentas, y que a 
saber son: 
 
- Cuando se priva al inquilino del uso del predio en caso de evicción. 
 
- Cuando se priva al inquilino del uso total o parcial del predio por causa de 
reparaciones, pudiendo solicitarse la reducción de la renta o la rescisión del 
contrato si la pérdida dura más de dos meses. 
 
Admitidas las excepciones, el juez debe dar vista al actor por el término de tres 
días para que pueda ofrecer las pruebas que estime oportunas. Asimismo son 
improcedentes la reconvención y la compensación y que si las partes no 
ofrecen pruebas se citará inmediatamente para dictar la sentencia de 
lanzamiento. 
 
En la sentencia se analizaran las excepciones admitidas y en caso de ser 
procedentes, se dará por terminada la providencia de lanzamiento, ya que en 
caso contrario, debe señalarse el plazo para la desocupación, que será el 
faltante para cumplirse el término a que se apercibió al demandado para la 
entrega voluntaria del inmueble. 
 
La sentencia definitiva que decreta el desahucio es apelable en efecto 
devolutivo y la que lo niega en ambos efectos. 
 
Lanzamiento. 
 
Se debe entender con el inquilino en su domicilio legal,  que conforme a la ley 
es la finca o departamento cuya desocupación se solicitó y en caso de que no 
se encuentre, la diligencia se entenderá con un familiar, doméstico, empleado, 
portero, agente de la policía o vecinos, pudiendo romperse las cerraduras de la 
puerta, si es necesario. Si no existe ningún familiar del inquilino que recoja los 
muebles y objetos que se hubieren encontrado en el lugar o si no existe 
ninguna persona autorizada para ello, los bienes se remitirán al local de la 
policía correspondiente que designe la autoridad administrativa, debiendo 
quedar constancia en el expediente de esta diligencia. 
 
 
 
 


